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Resumen

La presente investigación de tipo documental tiene como objetivo el estu-
dio de algunos de los tipos penales consagrados en el ordenamiento jurídico
venezolano relacionados con el Derecho del Trabajo y la Seguridad Social, en
cuanto al sujeto activo, sujeto pasivo, bien jurídico tutelado y los elementos
que rodean a cada uno de ellos. Para la consecución de dicho objetivo, se exa-
minaron comparativamente los tipos penales consagrados en la legislación
venezolana, con algunos tipos penales establecidos en el Código Penal Espa-
ñol. Igualmente, se analizó la doctrina nacional y española sobre el tema,
para concluir que los tipos penales relacionados con el Derecho del Trabajo y
la Seguridad Social en Venezuela, no se limitan únicamente a los señalados
en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Traba-
jo, y aún cuando el legislador patrio ha pretendido disminuir el número de
accidentes de trabajo y enfermedades ocupacionales creando nuevo tipos pe-
nales o agravando las sanciones para los existentes, tales mecanismos no
han producido el efecto deseado.

Palabras clave: Tipos penales, Derecho del Trabajo, legislación venezolana, le-
gislación española.
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Penal types related to labor rights
and social security.
A brief comparative analysis between
Venezuelan and Spanish Legislation

Abstract

The objective of this documentary-type study is to examine some of the pe-
nal types found in the Venezuelan legal code related to Labor Law and Social
Security, in terms of the active subject, the passive subject, legally protected
right and the elements surrounding each one. To pursue this objective, penal
types in Venezuelan legislation were examined comparatively with some pe-
nal types established in the Spanish Penal Code. Likewise, Venezuelan and
Spanish doctrines regarding the theme were analyzed, concluding that penal
types related to Labor Law and Social Security in Venezuela are not limited
only to those indicated in the Organic Law of Prevention, Conditions and
Work Environment, and even when the national legislator has intended to
decrease the number of work accidents and occupational illnesses by creating
new penal types or making the sanctions for those that exist more severe,
such mechanisms have not produced the desired effect.

Key words: Penal types, Labor Law, Venezuelan legislation, Spanish legisla-
tion.

Introducción
A nivel mundial el trabajo por

cuenta ajena como fenómeno esencial
de la vida, ha sido protegido no sólo
por el Derecho del Trabajo, sino tam-
bién por el Derecho Penal.

Dentro del Derecho Penal Labo-
ral, denominación utilizada por
Achenbach (2002:26), el campo que
más busca regular el Estado por los
efectos negativos que ello genera en
la sociedad, es el de los accidentes de
trabajo y enfermedades profesiona-
les. Por ello se ha señalado que el
medio ambiente de trabajo pareciera
ser históricamente el punto de en-

cuentro o enlace entre el Derecho
Laboral y el Derecho Penal. Sin em-
bargo, en el ordenamiento jurídico
Venezolano, no sólo encontramos ti-
pos penales dirigidos a sancionar ac-
ciones u omisiones que generan
como consecuencia la muerte o dis-
capacidad del trabajador, sino tam-
bién hallamos otros relacionados
con el Derecho del Trabajo y la Segu-
ridad Social, dirigidos a proteger y
garantizar el derecho al trabajo, la
integridad moral del trabajador, así
como, sancionar determinadas con-
ductas contra las entidades gestoras
de la Seguridad Social.
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1. Código Penal Venezolano
(Delitos contra la Libertad

en el Trabajo)

El Código Penal Venezolano clasifi-
ca los delitos atendiendo al bien jurí-
dico tutelado y dentro de ellos, tipifica
delitos que denomina “Delitos contra

la libertad en el trabajo” consagrando
en su artículo 192 lo siguiente:

“Todo el que valiéndose de violen-
cias ocasione o haga que continúe
una cesación o suspensión de traba-
jo, con el objeto de imponer a los
obreros, patronos o empresarios al-
guna disminución o aumento de sa-
larios o también convenios diferen-
tes de los pactados, será castigado
con arresto de uno a diez meses”

La acción en este tipo penal, señala
Grisanti (1989:653), es ocasionar o ha-
cer que continúe una cesación o suspen-
sión de trabajo, mediante violencia.

Los sujetos pasivos pueden ser, tan-
to los obreros a quienes se trata de im-
poner una disminución de salarios
como los empleadores a quienes se pre-
tenda imponer un aumento de salarios
o convenios diferentes a los pactados.

Llama la atención este tipo penal,
por cuanto desde antes de la entrada
en vigencia de la Constitución de
1961, se consagró en Venezuela el
principio de irrenunciablidad de los
derechos de los trabajadores, según el
cual es nulo todo acuerdo, convenio o
acción que disminuya o menoscabe di-
chos derechos. Adicionalmente a ello,
el texto Constitucional de 1999 consa-
gró el principio de progresividad de
los derechos de los trabajadores, en
tal sentido, se considera entonces que
difícilmente podrá el empleador ser

sujeto activo de este delito por cuanto
nada podrá hacer legalmente para es-
tablecer salarios o condiciones de tra-
bajo inferiores a las pactadas o legal-
mente establecidas, ya que de lograr
imponerlo por vía de hecho, los traba-
jadores afectados podrán acudir ante
los Tribunales a reclamar las diferen-
cias salariales que les correspondie-
ren o el cumplimiento de las condicio-
nes previamente adquiridas en apli-
cación del principio de irrenunciabli-
dad e intangibilidad de los derechos
laborales.

Sin embargo, es importante seña-
lar que en el supuesto en que el patro-
no logré la imposición de determina-
das condiciones económicas valiéndo-
se de tales acciones, independiente-
mente que los trabajadores logren la
restitución o reivindicación de sus de-
rechos ante los órganos jurisdicciona-
les o administrativos, ello no exime la
posibilidad que se configure el tipo pe-
nal consagrado en la norma antes
mencionada con tal acción.

Adicionalmente a las razones ex-
presadas, debe destacarse que el em-
pleador, es la parte más interesada en
evitar este tipo de cesaciones o sus-
pensiones de trabajo, a los fines de no
afectar la actividad económica que ex-
plota, por lo que es difícil imaginar
que el patrono ejerza una acción colec-
tiva de esta naturaleza. No obstante,
la amenaza de hacer cesar la activi-
dad de la empresa con el argumento
de trasladarla a otra nación que le
brinde costos laborales más bajos,
puede en la práctica, constituir un
elemento persuasor en los trabajado-
res para hacerlos desistir de cual-
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quier lucha por mejoras salariales y
en las condiciones de trabajo.

Los trabajadores por el contrario
son más proclives a ser sujetos activos
de este delito y ocurre cuando preten-
den (sin agotar los procedimientos re-
gulares ante el órgano administrativo
competente) mediante obstaculizacio-
nes y violencias, como el reciente caso
protagonizado por los extrabajadores
de la Coca Cola, obtener determina-
das reivindicaciones salariales o con-
diciones laborales.

2. Ley de Extranjería y
Migración (Empleo de

extranjeros ilegales con el objeto
de explotarlos)

La Ley de Extranjería y Migración
de 2004, establece en su artículo 53, el
siguiente tipo penal relacionado con el
Derecho del Trabajo:

“Artículo 52. Será castigado con
pena de prisión de cuatro a ocho
años toda persona que facilite o per-
mita el ingreso ilegal de extranjeros
y extranjeras al territorio de la Re-
pública”.

“Artículo 53. En la misma pena del
artículo 52 incurrirán quienes em-

pleen a extranjeros y extranjeras
cuya estadía en Venezuela sea ile-
gal, con el objeto de explotarlos

como mano de obra en condicio-

nes que perjudiquen, supriman

o restrinjan los derechos labo-

rales que tuviesen reconocidos

por disposiciones legales, con-

venios colectivos o contrato in-

dividual” (resaltado nuestro).

Es importante señalar sobre este
tipo penal que, la Constitución de la
República Bolivariana de Venezuela
de 1999, protege a todos los habitan-

tes del territorio de la República a
quienes debe garantizar una tutela
judicial efectiva y el respeto de los de-
rechos consagrados tanto en el texto
Constitucional como en el resto del or-
denamiento jurídico. En tal sentido,
puede señalarse que según cifras ofi-
ciales de la Coordinación Judicial del
Circuito Laboral del Estado Táchira,
aproximadamente un 5% de las 4000
demandas que han ingresado a los
Tribunales del Trabajo del Estado Tá-
chira desde septiembre de 2004 hasta
marzo de 2008, provienen de inmi-
grantes indocumentados que prestan
servicios en el territorio Nacional, sin
que se les exija documento alguno que
acredite su situación regular en Vene-
zuela y sin que de exigirlo y no consig-
narlo tal situación limite a los órganos
del Estado en proteger sus derechos
laborales. Conforme al principio de
igualdad de los derechos de los traba-
jadores, los extranjeros indocumenta-
dos deberán disfrutar de las mismas
condiciones de trabajo establecidas en
favor de cualquier nacional, ya que
cuando la Ley consagra tales dere-
chos no hace distinción alguna. Ello
impide a las empresas emplear ex-
tranjeros cuya estadía en Venezuela
sea ilegal con el fin de explotarlos.

Las contrataciones de extranjeros
cuya estadía en Venezuela es ilegal,
ocurre particularmente en los Esta-
dos fronterizos del país, como el Esta-
do Táchira, donde ante la escasa
mano de obra para la realización de
determinadas actividades, el emplea-
dor debe necesariamente utilizar los
servicios de extranjeros indocumen-
tados. Sin embargo, tal realidad so-
cial no puede llevar al convencimiento
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a priori, que todas las empresas que
recurren a mano obra indocumenta-
da, lo hagan con el objeto de burlar la
legislación laboral Venezolana y ex-
plotar la mano de obra de dichos tra-
bajadores, pues Constitucional y le-
galmente no pueden hacerlo.

Es importante destacar de la mis-
ma manera que, aún cuando la Ley de
Extranjería y Migración es una nor-
ma vigente, no se conoce caso alguno
en el que la Inspectoría del Trabajo y
los Tribunales del Trabajo del Estado
Táchira hayan remitido a la Fiscalía
del Ministerio Público las actuaciones
correspondientes cuando pudieran es-
tar en presencia de la comisión del he-
cho punible previsto y sancionado en
la norma antes señalada.

3. Ley Orgánica del Trabajo
(Difamación por parte del
empleador al trabajador)

El numeral 1ero del artículo 102 de
la Ley Orgánica del Trabajo establece
como causal de despido justificado “La
falta de probidad o conducta inmoral
en el trabajo”.

En relación a ello, dependiendo
del tipo de estabilidad que ampare al
trabajador, debe el empleador me-
diante el procedimiento de califica-
ción de falta previsto en el artículo
454 de la Ley Orgánica del Trabajo o
190 de la Ley Orgánica Procesal del
Trabajo, demostrar ante la autori-
dad administrativa o ante el Juez
del Trabajo competente, según el
caso, que efectivamente el trabaja-
dor realizó una conducta carente de
probidad que le obligó a despedirlo

justificadamente o que le obligó a soli-
citar la autorización para el despido
de dicho trabajador.

De realizar alguna imputación con
fundamento en determinados hechos y
no demostrar la falta de probidad del
trabajador, tal acusación pudiera en-
cuadrar dentro del tipo penal previsto
en el artículo 444 del Código Penal Ve-
nezolano de Difamación que establece:

“El que comunicándose con varias
personas reunidas o separadas, hu-
biere imputado a algún individuo
un hecho determinado capaz de ex-
ponerlo al desprecio o al odio públi-
co, u ofensivo a su honor o reputa-
ción, será castigado con prisión de
tres a dieciocho meses”

Para Grisanti (1989:129), es nece-
saria la imputación al sujeto pasivo
(trabajador) de un hecho determinado
y tal hecho puede revestir o no carácter
penal. Por ejemplo, la homosexualidad
en Venezuela no es delito, sin embar-
go, si se imputa dicho hecho existe di-
famación pues indiscutiblemente es
deshonroso y expondría al sujeto pasi-
vo (trabajador) al desprecio público,
pudiendo ofender su reputación.

El sujeto activo en este caso puede
ser el empleador; sin embargo, podría
configurarse una coparticipación en
el hecho por la concurrencia de varias
personas en un mismo hecho punible.
Si bien es cierto que, dentro de las em-
presas existe normalmente un servi-
cio o unidad de asesoría jurídica que
es quien formula ante los órganos
competentes dicha acusación, dentro
de la estructura organizativa de la
empresa ante un hecho de esta natu-
raleza encontraríamos una serie de
sujetos que pudieron participar en el
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mismo. Así, entre otros: a) El Abogado
que presentó la solicitud de califica-
ción de despido ante el órgano admi-
nistrativo o ante el Tribunal compe-
tente según el caso; b) El Consultor
Jurídico de la empresa que ordenó la
calificación con fundamento en la fal-
ta de probidad; c) La Gerencia de Re-
cursos Humanos que solicitó a la Con-
sultoría Jurídica la calificación del
despido con fundamento en la falta de
probidad; d) El Director de la Empre-
sa como jefe y responsable de la em-
presa o e) La Junta Directiva como
propietarios de la empresa. Este deli-
to como la mayoría de los delitos eco-
nómicos puede encontrar como obstá-
culo, la identificación del responsable
directo del hecho.

Por último, debe destacarse que el
delito de difamación tiene una agra-
vante consagrada en el mismo artícu-
lo 444 del Código Penal:

“Si el delito se cometiere en docu-
mento público o con escritos, dibujos
divulgados o expuestos al público, o
con otros medios de publicidad, la
pena será de seis a treinta meses de
prisión”.

En el caso en estudio, generalmen-
te encontraríamos la existencia de
esta agravante, pues la solicitud de
calificación de falta necesariamente
debe presentarse ante un funcionario
público (Inspector del Trabajo o Juez
del Trabajo) y el Máximo Tribunal de
la República ha sostenido en torno a
ello, que las actas del expediente, sea
que contenga la prueba de un acto del
Tribunal, sea la prueba de un acto de
parte (diligencia o escrito), deben re-
putarse como documentos públicos,

por emanar de un funcionario que ac-
túa dentro de la jurisdicción que le es
propia en un acto de su competencia
para hacerlo constar, por lo que su ve-
racidad no podría ser impugnada,
sino por el procedimiento legal previs-
to para la tacha de instrumentos con-
sagrado en la Ley (Sala de Casación
Social, 16.05.2003).

Excepcionalmente, no se configu-
raría la agravante antes mencionada
en los casos en que el patrono proceda
a despedir directamente al trabajador
sin agotar procedimiento alguno ante
la Inspectoría del Trabajo o ante los
Tribunales Laborales, señalándole en
la carta de despido que a tal efecto le
entregue, que la terminación de la re-
lación de trabajo obedece a la falta de
probidad en su sitio de trabajo.

4. Delitos contra el Sistema
de Seguridad Social

Antes de entrar a analizar los tipos
penales consagrados en la Ley Orgáni-
ca de Prevención, Condiciones y Medio
Ambiente de Trabajo (LOPCYMAT),
reformada en 2005, es necesario hacer
referencia a las infracciones en mate-
ria de cotizaciones y afiliación al Siste-
ma de Seguridad Social, concretamen-
te, al Régimen Prestacional de Seguri-
dad y Salud en el Trabajo, establecidas
en el artículo 128 de la LOPCYMAT en
los siguientes términos:

“El empleador o la empleadora que
haya infringido las disposiciones
contenidas en esta Ley y su Regla-
mento, en los aspectos relativos a
las cotizaciones, afiliación, registro
y todas aquellas vinculadas a las
prestaciones establecidas por el Ré-
gimen Prestacional de Seguridad y
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Salud en el Trabajo, será sanciona-
do con multas de hasta cien unida-
des tributarias (100 U.T.) por cada
trabajador o trabajadora no afiliado,
afiliado a destiempo, o declaración
inexacta de la información, de
acuerdo a la gravedad de la infrac-
ción, sin perjuicio de la responsabili-
dad civil, administrativa y penal

que le corresponda por los daños y
perjuicios causados a sus trabajado-
res o trabajadoras…” (resaltado
nuestro).

Con esta disposición legal preten-
dió el legislador Venezolano, al igual
que lo hizo el legislador español en el
Código Penal de 1995, contribuir a
crear las condiciones necesarias para
el establecimiento de un Sistema de
Seguridad Social eficiente, mediante
la penalización de aquellos empleado-
res que comentan delitos contra la
Seguridad Social.

No obstante, llama la atención que
aún cuando no se consagra en dicho ar-
ticulado un tipo penal para sancionar
estas conductas, se señala expresa-
mente “sin perjuicio de la responsa-

bilidad penal que le corresponda por
los daños causados a los trabajadores”.

Cabe preguntarse entonces ¿a cuál
responsabilidad penal hace referencia
el legislador? La respuesta quizás po-
demos encontrarla en el artículo 468
del Código Penal Venezolano que
prescribe el delito de apropiación in-
debida de la siguiente manera:

“El que se haya apropiado, en bene-
ficio propio o de otro, alguna cosa aje-
na que se le hubiere confiado o entre-
gado por cualquier título que compor-
te la obligación de restituirla o de ha-
cer de ella un uso determinado, será
castigado con prisión de tres meses a

dos años, por acusación de la parte

agraviada” (resaltado nuestro).
Cuando el empleador retiene las co-

tizaciones del trabajador y no acredita
el dinero retenido en las cuentas del
Instituto Venezolano de los Seguros
Sociales, dentro de los cinco (5) días
hábiles siguientes a la retención, tal
conducta pudiera encuadrar dentro de
los supuestos del tipo penal de apro-
piación indebida tipificado en el artí-
culo 468 del Código Penal Venezolano.

La acción en este tipo de delito re-
quiere que el sujeto activo (emplea-
dor) que recibe la cosa (dinero) por un
título legítimo que entraña para
aquél la obligación de restituirla o de
hacer de ella un uso determinado no lo
haga, es decir, que el empleador re-
tenga el dinero correspondiente al
porcentaje de cotización del trabaja-
dor (dependiendo del riesgo de la em-
presa) y no lo acredite en la cuenta del
Seguro Social dentro de los cinco (5)
días hábiles siguientes a la retención.

Señala Martínez (2002:471) que la
conducta del empresario que se apro-
pia de la cuota obrera retenida a efec-
tos de la Seguridad Social es más gra-
ve que la elusión de la cuota empresa-
rial porque en el primer caso, el suje-
to activo no sólo elude el pago de unas
cuotas e incumple su obligación para
con la Seguridad Social sino que ade-
más esas cuotas pertenecen a terce-
ros, a los trabajadores, respecto de
los cuales se puede afirmar que se
quebranta la confianza. El empresa-
rio en lugar de dar a las cuotas el des-
tino de la retención se las apropia, se
adueña de algo ajeno con ánimo de
obtener una ventaja.
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Sin embargo, en Venezuela, pudie-
ra darse una excusa absolutoria con
respecto al delito de apropiación inde-
bida por retenciones realizadas al tra-
bajador y no acreditadas al Sistema
de Seguridad Social. Para nadie es un
secreto que el mecanismo de cobro uti-
lizado por el Instituto Venezolano de
los Seguros Sociales, imposibilita que
al empleador llegue la factura corres-
pondiente que indique el monto a can-
celar dentro del lapso legal estableci-
do para ello, lo que impide a este cono-
cer la obligación de la cual es deudor,
lo que configuraría una conducta no
exigible para él.

A manera de referencia en España,
el tipo básico consagrado como delito
contra la Seguridad Social se encuen-
tra tipificado en el artículo 307 del Có-
digo Penal de la siguiente manera:

“El que por acción u omisión, defrau-
de a la Seguridad Social para eludir
el pago de las cuotas de ésta y con-
ceptos de recaudación conjunta, ob-
tener indebidamente devoluciones
de las mismas o disfrutar de deduc-
ciones por cualquier concepto asi-
mismo de forma indebida y con áni-
mo fraudulento siempre que la
cuantía de las cuotas defraudadas o
de las devoluciones o deducciones
indebidas exceda de quince millones
de pesetas será castigado con la
pena de prisión de 1 a 4 años y mula
del tanto al sextuplo de la citada
cuantía”.

El sujeto activo de este tipo penal
en España, es la persona que resulte
obligada al cumplimiento de la obliga-
ción de cotizar a la Seguridad Social,
pues son innumerables los casos en
que el empleador con la connivencia

del trabajador defrauda al sistema de
seguridad social.

Con este tipo penal señala Martí-
nez (2002:482), se dejó de recurrir al
delito de apropiación indebida para
sancionar la conducta del empresario
que habiendo retenido del trabajador
la cuota correspondiente a la Seguri-
dad Social no la ingresa en la misma y
se la apropia. La opinión de este doc-
trinario, corrobora que en España an-
tes de la existencia del tipo penal es-
pecial consagrado en el artículo 307
del Código Penal, la conducta del em-
pleador que defraudaba la Seguridad
Social encuadraba dentro del tipo pe-
nal de apropiación indebida, tal como
lo señalamos anteriormente para el
caso venezolano.

Es importante igualmente, desta-
car que el numeral 3º del artículo 307
del Código Penal Español, contiene
una excusa absolutoria que excluye la
penalidad y por razones de política
criminal no se impone pena, con la fi-
nalidad de conseguir el pago en los si-
guientes términos:

“Quedará exento de responsabilidad
penal el que regularice su situación
ante la Seguridad Social, en relación
con las deudas a que se refiere el
apartado primero de este artículo,
antes de que se le haya notificado la
iniciación de actuaciones inspecto-
ras dirigidas a la determinación de
dichas deudas o, en caso de que tales
actuaciones no se hubieren produci-
do, antes de que el Ministerio Fiscal
o el Letrado de la Seguridad Social
interponga querella o denuncia con-
tra aquél dirigida”.

Algunos podrían pensar que de
aplicarse el tipo penal de apropiación
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indebida al patrono o empleador que
retiene el aporte del trabajador al Sis-
tema de Seguridad Social y no lo acre-
dita en la cuenta del ente recaudador
podría llevar a considerar que el he-
cho que el patrono no acredite la pres-
tación por antigüedad del trabajador
en una de las tres (3) modalidades que
le permite el artículo 108 de la Ley Or-
gánica del Trabajo, configuraría
igualmente el tipo penal de apropia-
ción indebida. No obstante, el tipo pe-
nal de apropiación indebida exige que
la cosa (el dinero) se le haya confiado
por cualquier título que comporte la
obligación de restituirla y en este su-
puesto (prestación por antigüedad),
no es el trabajador quien entrega al
empleador una cantidad de dinero
para destinarla a un tercero, es el em-
pleador quien difiere el pago de un sa-
lario con el propósito que ese dinero
ampare a aquél en caso de cesantía o
cualquier contingencia y de no hacer-
lo, tendrá una sanción que es el pago
de intereses de mora calculados a la
tasa activa promedio de los seis prin-
cipales bancos del país.

Finalmente con respecto al bien ju-
rídico tutelado, en estos delitos se le-
siona: a) al Sistema de Seguridad So-
cial; b) al trabajador individualmente
considerado ya que se le impide a lar-
go o corto plazo disfrutar de las pen-
siones garantizadas por el Sistema de
Seguridad Social y; c) al patrimonio
del Estado Venezolano.

Se sostiene que dicha conducta
afecta al patrimonio del Estado, por-
que el sistema de pensiones (pagade-
ras por el seguro social) existente en
Venezuela depende del número de co-

tizantes por pensionado, y según
León (2000) durante los años 80 de un
promedio de 23 cotizantes al Instituto
Venezolano de los Seguros Sociales
(IVSS) por pensionado, se pasó a 4-5
en el año 99.

Asimismo, para el mes de enero de
2009, según datos del IVSS
(www.ivss.gov.ve, 13.03.2009) exis-
ten en Venezuela 1.362.028 pensiona-
dos y 3.958.446 asegurados (cotizan-
tes), es decir, 2,81 cotizantes por cada
pensionado, lo que representa egresos
de aproximadamente 7.300 millones
de dólares anuales, gran parte de los
cuales, producto de la ausencia de co-
tizantes y el incumplimiento de la
obligación por parte del empleador de
inscribir y cotizar en el Seguro Social
Obligatorio, deben ser cubiertos por el
tesoro nacional.

5. Delitos consagrados en la Ley
Orgánica de Prevención,

Condiciones y Medio Ambiente
de Trabajo

La LOPCYMAT ha introducido ti-
pos penales destinados a castigar
toda conducta que traiga como conse-
cuencia la muerte o lesión de un tra-
bajador, concretamente el artículo
131 señala lo siguiente:

“Art. 131. En caso de muerte del Tra-
bajador como consecuencia de viola-
ciones graves o muy graves a la nor-
mativa legal en materia de seguridad
y salud en el trabajo, el empleador o
sus representantes, serán sanciona-
dos con pena de prisión de ocho (08) a
diez (10) años”.

De la lectura del artículo es posible
deducir que el tipo penal exige dos (2)
supuestos fundamentales:
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a) Que el empleador haya violado
grave o muy gravemente la norma-
tiva legal en materia de seguridad y
salud en el trabajo y;

b) Que la muerte o discapacidad del
trabajador sea consecuencia direc-

ta de dichas violaciones.
La acción típica para Bustillos

(2007:20) consiste en que el empleador
viole su deber objetivo de cuidado, res-
pecto a la seguridad o salud en materia
laboral, que dicha violación debe ser,
por exigencia del mismo tipo penal y
además que dicha violación ocasione
directamente la muerte del empleado.

Debe existir entonces una relación
de causalidad verificable perfectamen-
te, entre la violación de la normativa y
el daño, es decir, nos encontramos en
presencia de un delito de daño, que re-
quiere un resultado para castigarse.

El tipo penal en estudio, pertenece
a aquellas categorías de los delitos lla-
mados cualificados por el resultado,
donde lo importante no es la conducta
que realiza el sujeto activo y su inten-
ción final, lo verdaderamente relevan-
te para imponer una sanción, es el re-
sultado imputable, sin importar el
dolo del agente.

A manera de referencia, es impor-
tante destacar que en España (país
que registra el número más alto de ac-
cidentes laborales en Europa) con la
reforma del Código Penal Español de
1995, se consagraron una serie de tipos
penales y se ampliaron las penas con el
objetivo de contribuir con la disminu-
ción de los infortunios laborales. En tal
sentido en el artículo 316 se estableció:

“Los que con infracción de las nor-
mas de prevención de riesgos labo-

rales y estando legalmente obliga-
dos, no faciliten los medios necesa-
rios para que los trabajadores de-
sempeñen su actividad con las me-
didas de seguridad e higiene ade-
cuadas, de forma que pongan así en
peligro grave su vida, salud o inte-
gridad física serán castigados con
las penas de prisión de 6 meses a 3
años y multa de 6 a 12 meses”.

Como se puede observar el tipo pe-
nal español, a diferencia del venezola-
no no es un delito de resultado, porque
basta con poner en peligro el bien jurí-
dico para que se configure el tipo pe-
nal. El dolo o elemento subjetivo, con-
sistirá en la conciencia de la infracción
de las normas de seguridad y de la si-
tuación de peligro que de aquélla se de-
riva para la vida e integridad física de
los trabajadores y en la decisión del
acusado de no evitar el peligro.

Señala Borrego (2002:507) que
existen delitos de omisión pura y de
comisión por omisión, siendo los últi-
mos, aquellos en los que se ordena evi-
tar un determinado resultado. Si-
guiendo a este autor, el delito consa-
grado en el artículo 131 de la LOPCY-
MAT es de comisión por omisión, pues
el sujeto activo está obligado a reali-
zar lo ordenado legalmente para evi-
tar perjuicios en la vida, salud e inte-
gridad física de los trabajadores.

La omisión impropia o comisión
por omisión es una categoría reserva-
da expresamente para los delitos de
resultado. Toda la construcción del
delito de comisión por omisión persi-
gue precisamente equiparar el hecho
activo de matar con la omisión a la
cual puede imputársele la muerte de
alguien. Pues en la omisión también

68

Tipos penales relacionados con el Derecho del Trabajo y la Seguridad Social/ José Carmona___



existe un comportamiento, una activi-
dad positiva, precisamente aquella
realizada por el sujeto en vez de la
conducta descrita por la Ley.

Fundamental es determinar enton-
ces, cuando la ley considera que el em-
pleador ha violado grave o muy grave-
mente la normativa legal en materia
de seguridad y salud en el trabajo.

En este sentido, el artículo 119 de la
Ley señala un total de veintiséis (26)
infracciones Graves (aún cuando lo
hace desde el punto de vista adminis-
trativo) en las que incurre el patrono o
empleador cuando: a) No evalúa los ni-
veles de peligrosidad; b) No realiza ac-
ciones de control de niveles de referen-
cia de exposición superiores al 50% de
tolerancia o intensidad; c) Obstaculiza
la elección de los delegados de preven-
ción; d) No provee los instrumentos y
equipos de protección personal como
cascos, guantes, extintores de incen-
dios, entre otros); e) Impide que los tra-
bajadores acompañen a los funciona-
rios de inspección cuando estos reali-
cen sus labor inspectora en las empre-
sas; f) No realice exámenes de salud
periódicamente; g) No imparta cursos
de seguridad industrial; h) No man-
tenga un sistema de vigilancia epide-
miológica; i) No informe por escrito de
condiciones peligrosas o insalubres o
de cualquier clase de agente; j) No de-
clare sustancias peligrosas en el regis-
tro respectivo; entre otras.

De la misma manera, el artículo
120 de la Ley establece como infrac-
ciones Muy Graves las siguientes:
a) Ausencia de Servicio Médico de Sa-
lud; b) Incumplimiento de condicio-
nes de trabajo, tales como vacacio-
nes, descansos, jornada; c) No in-

formar de la ocurrencia de los acci-
dentes; d) Suministrar información
falsa; e) Falta de puesto o medios de
primeros auxilios; f) Ausencia de Co-
mité de Seguridad y Salud Laboral;
g) No brindar auxilio inmediato al
trabajador; h) No ubicar al trabajador
en su puesto anterior o no reubicarlo
en otro compatible con sus capacida-
des residuales; i) Impedir u obstaculi-
zar la paralización de las labores,
cuando el trabajador tenga motivos
razonables para creer que existe un
peligro inminente para su salud o su
vida; j) Violar la inamovilidad de los
delegados de prevención (represen-
tantes de los trabajadores ante el
Comité de Seguridad y Salud Labo-
ral); y k) Obstaculizar, impedir o difi-
cultar la labor de inspección.

Se ha señalado que las infracciones
antes indicadas son de naturaleza ad-
ministrativa, sin que sea posible utili-
zarlas en el ámbito penal, posición
que no compartimos, por cuanto dejar
en manos del Fiscal del Ministerio
Público o del Juez Penal la determi-
nación de una falta como grave o muy
grave, sería permitir un amplio mar-
gen de discrecionalidad a estos fun-
cionarios.

No obstante lo antes expresado,
Rosell (2008: 570) señala que en la
LOPCYMAT derogada de 1986, se es-
tablecían normas relativas a la res-
ponsabilidad penal que fueron modifi-
cadas por la nueva Ley. En tal senti-
do, la ley anterior establecía en su ar-
tículo 33 que la responsabilidad del
empleador surgía cuando éste “a sa-
biendas de que los trabajadores co-
rren peligro en el desempeño de sus
labores y se ocasione la muerte por no
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cumplir las disposiciones en la pre-
sente Ley serán castigados…”, es de-
cir, en la Ley derogada, se establecía
responsabilidad cuando el empleador
sabía de las condiciones laborales
riesgosas y sin embargo, dejaba que se
produjera el desempeño de las labores
del trabajador.

Siguiendo la opinión de Rosell
(2008:580), no pudiéramos en esta hi-
pótesis hablar de culpa (imprudencia
o negligencia) por parte del emplea-
dor, puesto que al saber las condicio-
nes de peligro que acechaban al traba-
jador, y aceptar los resultados daño-
sos que se pudieran producir, estaría-
mos más cerca del dolo que en la doc-
trina se califica como dolo eventual. El
empleador a sabiendas del riesgo que
corre el trabajador se muestra indife-
rente ante la eventual producción de
su muerte o lesiones pues nada hace
para cambiar las condiciones labora-
les peligrosas. Sin embargo, se obser-
va que se dejaba fuera el hecho de que
se hubiera producido el accidente por
culpa (imprudencia o negligencia) del
trabajador, lo cual debe imputarse a
un olvido grave del legislador.

Habrá que analizar en cada situa-
ción específica la relación de causali-
dad entre el daño y la violación de la
normativa legal para determinar la
responsabilidad penal del empleador,
así como analizar la conducta tanto de
la víctima como la de un tercero.

Algunos casos que han ocurrido en la
realidad y plantean interrogantes que
podrían inducir una discusión y permi-
tir a aquéllos dedicados a la materia
Derecho Penal un análisis de tales he-
chos, son por ejemplo, los siguientes:

a) Un trabajador de la construcción
que portando el casco reglamentario,
tiene un accidente como consecuencia
de la caída sobre su cabeza de un ele-
mento tan contundente que el casco no
impidió el daño y sufrió una lesión. Aún
cuando el empleador no había cumpli-
do con conceder el descanso semanal a
dicho obrero (falta muy grave según la
LOPCYMAT), ¿podría concluirse que el
daño fue producido como consecuencia
de la violación del descanso semanal
por parte del empleador?

Debe señalarse, con respecto a esta
interrogante, que lógicamente debe
existir una relación de causalidad en-
tre el hecho y la acción u omisión del
sujeto activo, que en el presente caso
no se configura, puesto que la teoría de
la imputación objetiva establece como
criterio: 1) que exista un riesgo jurídi-
camente relevante; y 2) que ese riesgo
se verifique por la acción u omisión del
agente imputable jurídicamente.

b) Un trabajador del área de trans-
porte que al momento de accidentarse
la unidad en carretera, procede sin
autorización del patrono a manipular
la caja del vehículo, solicitando a un
pasajero encender la unidad cuando
él le de la señal, al momento de hacer-
lo la máquina le amputa un dedo y le
lesiona la mano. ¿Se podría concluir
que por el hecho de que el empleador
no tenía constituido el Comité de Sa-
lud y Seguridad Laboral (falta grave
según la LOPCYMAT) deberá respon-
der penalmente por ese hecho?

Sobre el particular, debe señalarse
que no es la falta de constitución del
Comité de Seguridad y Salud Laboral
per se, lo que daría lugar a la respon-
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sabilidad, sino la falta de instrucción
del trabajador respecto a los riesgos
inherentes a su trabajo, todo lo cual es
función del patrono, y del Comité.

c) Un vigilante de una empresa de
autobuses que por indicarle al conduc-
tor de la unidad la distancia entre el
vehículo y la pared, al momento de to-
car el vehículo para dar la señal de
alto, el autobús cae en un hueco y ge-
nera el aplastamiento de la mano del
vigilante con la pared. De no haber
realizado el empleador los exámenes
de salud periódicamente (falta grave
según la LOPCYMAT) ¿existirá una
relación de causalidad entre dicha
violación y la lesión? No existe la rela-
ción de causalidad que debe darse en-
tre el daño causado y la violación, y no
puede referirse a cualquier violación
de la normativa.

El sujeto activo del tipo penal con-
sagrado en el artículo 131 de la LOP-
CYMAT, es el empleador o su repre-
sentante, pues la Ley señala a estos
dos sujetos como responsables penal-
mente, pero debe plantearse la pre-
gunta ¿quién es el empleador en Ve-
nezuela?

El artículo 49 de la Ley Orgánica
del Trabajo establece:

“Se entiende por patrono o emplea-
dor la persona natural o jurídica que
en nombre propio, ya sea por cuenta
propia o ajena, tiene a su cargo una
empresa, establecimiento, explota-
ción o faena, de cualquier naturale-
za o importancia, que ocupe trabaja-
dores, sea cual fuere su número”.

De la misma manera el Artículo 50
y 51 establecen que:

“Artículo 50. A los efectos de esta
Ley, se considera representante del

patrono toda persona que en nom-
bre y por cuenta de éste ejerza fun-
ciones jerárquicas de dirección o ad-
ministración”.

“Artículo 51. Los directores, geren-
tes, administradores, jefes de rela-
ciones industriales, jefes de perso-
nal, capitanes de buques o aerona-
ves, liquidadores y depositarios y
demás personas que ejerzan funcio-
nes de dirección o administración se
considerarán representantes del
patrono aunque no tengan mandato
expreso, y obligarán a su represen-
tado para todos los fines derivados
de la relación de trabajo”.

No pareciere haber mayor discusión
al respecto, sin embargo, tres (3) as-
pectos deben estudiarse con relación al
sujeto activo de este tipo penal:

1. La Solidaridad de la empresa
principal con los intermediarios, con-
tratistas y sub contratistas prevista
en el artículo 127 de la LOPCYMAT.

2. La responsabilidad penal del
empleador y sus representantes en el
caso de las Cooperativas y;

3. La responsabilidad penal del
empleador y sus representantes en
las empresas del Estado.

En cuanto al primer punto, el artícu-
lo 127 de la LOPCYMAT establece una
responsabilidad solidaria entre el con-
tratante, los intermediarios contratis-
tas y subcontratistas por el incumpli-
miento de la normativa de seguridad y
salud laboral de la siguiente manera:

“Artículo 127. La empresa contra-
tante o principal responderá solida-
riamente con los intermediarios,
contratistas y subcontratistas por el
incumplimiento en materia de la
normativa de seguridad y salud la-
boral, de las obligaciones impuestas
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por esta Ley en relación con los tra-
bajadores y trabajadoras que labo-
ran en los centros de trabajo de la
empresa contratante o principal.

Las empresas contratantes y bene-
ficiarias están obligadas a exigir a
las empresas intermediarias, con-
tratistas y subcontratistas el cum-
plimiento de las obligaciones de és-
tas con el Régimen Prestacional de
Seguridad y Salud en el Trabajo,
siendo responsables solidariamen-
te del deber de reintegrar el pago de
las prestaciones y los gastos gene-
rados en caso de ocurrencia de en-
fermedades ocupacionales, acci-
dentes de trabajo o muerte de sus
trabajadores o trabajadoras, a la
Tesorería de Seguridad Social por
el incumplimiento del deber de afi-
liar y cotizar de conformidad con lo
establecido en la presente Ley”.

En todos estos casos se presenta el
problema de la responsabilidad penal
de las personas jurídicas y la determi-
nación de la persona a quién le será
impuesta la pena corporal. Con res-
pecto a ello, sería conveniente pregun-
tarse ¿será posible entonces extender
los efectos de la responsabilidad penal
a los empleadores y representantes de
las contratistas, sub contratistas e in-
termediarios que realicen determina-
das obras o actividades? La respuesta
es positiva, sin embargo, deben cum-
plir con los parámetros de inherencia
y conexidad previstos en el artículo 56
de la Ley Orgánica del Trabajo1. No

obstante, el problema se encontraría
en la gran dificultad existente en la
mayoría de estos tipos de delitos para
determinar quién es el responsable de
la violación de la normativa legal y a
quién le será impuesta la pena corpo-
ral, pues en grandes estructuras orga-
nizativas la responsabilidad tiende a
diluirse y disgregarse.

En todo caso, el legislador debió ser
más específico y circunscribir la res-
ponsabilidad en aquél que tenía la mi-
sión de velar por las normas de seguri-
dad al momento de ocurrir el accidente.

Para Bustillos (2007:20), la pala-
bra empleador es sumamente amplia,
y puede, incluso, llegar a abarcar has-
ta el director o gerente de una empre-
sa. Lo fundamental debe ser interpre-
tar restrictivamente el tipo penal y
entender que el legislador lo que bus-
ca es tutelar la vida de los trabajado-
res, y por tanto, castigar al encargado
directo de dicho bien jurídico.

En España, el sujeto activo es el
empresario o cualquier otra persona
que esté en posición de dirección, su-
pervisión o los técnicos que en razón
de su conocimiento sobre el tema de
los riesgos y ante la eventualidad no
hubiesen adoptado las medidas nece-
sarias para preservar la seguridad en
el área de trabajo.

El segundo de los puntos que debe
analizarse en cuanto al sujeto acti-
vo del tipo penal consagrado en el
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1 Artículo 56. “A los efectos de establecer la responsabilidad solidaria del dueño de la
obra o beneficiario del servicio, se entiende por inherente, la obra que participa de la
misma naturaleza de la actividad a que se dedica el contratante; y por conexa, la que
está en relación íntima y se produce con ocasión de ella.



artículo 131 de la LOPCYMAT, es el
relacionado con las Cooperativas
como forma de organización social que
ha adquirido un gran auge en nuestro
país, particularmente en los últimos
nueve (9) años, dado el carácter de ho-
rizontalidad de las relaciones entre
sus miembros y no de subordinación o
verticalidad propia de las relaciones
de trabajo.

En el caso de las cooperativas debe
comenzarse por entender que la forma
organizativa de estas asociaciones de
tipo social, es horizontal, es decir, no
existe entre sus miembros una rela-
ción de subordinación como la existen-
te en las empresas entendidas bajo el
concepto tradicional de unidad de pro-
ducción de bienes. Por ello, aun cuan-
do la LOPCYMAT las incorpora den-
tro de su ámbito de acción, difícilmen-
te se pudiere aplicar una sanción a un
sujeto activo determinado dentro de
la Cooperativa, pues ninguno de los
miembros de la directiva de dicho ente
actúa como empleador, sino sencilla-
mente cumple al igual que los demás
miembros societarios una función
dentro de la organización.

No obstante lo antes expresado,
debe destacarse que la Cooperativa en
algunas oportunidades, se comporta
como verdadero patrono. Ello sucede
cuando contratan personal por tiempo
determinado para la realización de ac-

tividades distintas o análogas al obje-
to de la Cooperativa. En estos casos
luego de transcurridos seis (6) meses,
el trabajador contratado puede solici-
tar el ingreso como miembro asociado
a la Cooperativa; sin embargo, si du-
rante ese período llegare a suceder al-
gún accidente de trabajo, los repre-
sentantes de la Directiva de la organi-
zación deben responder a título de
empleador en nombre de la organiza-
ción ante ese trabajador.

Finalmente, el tercer aspecto rela-
cionado con el sujeto activo del tipo
penal, se refiere a los entes del Estado
como responsables penalmente por
las violaciones a la normativa en ma-
teria de seguridad y salud laboral.

Si bien es cierto, el Estado como
concepto de derecho público, es la per-
sonificación jurídica de la nación, por
lo que como tal no puede ser juzgado
penalmente, el Estado actúa a través
de determinados órganos dirigidos
por personas naturales, quienes con-
forme al contenido del Texto Consti-
tucional responden civil, administra-
tiva, disciplinaria y penalmente por el
ejercicio de sus funciones. En tal sen-
tido, la responsabilidad es atribuible
a ellos, en caso de violación de la nor-
mativa de seguridad y salud laboral
que haya generado como consecuen-
cia la muerte o discapacidad del tra-
bajador.
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no esté autorizado para subcontratar; y los trabajadores referidos gozarán de los
mismos beneficios que correspondan a los trabajadores empleados en la obra o servi-
cio”.



6. Efectos preventivos de la
tipificación de estos delitos

De acuerdo con Martínez (2002:
471), en España, paradójicamente, a
pesar de la alta siniestralidad laboral
no han existido sentencias condenato-
rias por este delito. En Venezuela, de
una revisión realizada en la página
web del Tribunal Supremo de Justicia
sólo fue posible ubicar dos (2) procesos
penales cuyo conocimiento fue eleva-
do a la Sala de Casación Penal del Tri-
bunal Supremo de Justicia:

En uno de ellos, en donde se impu-
taba el delito de lesiones personales
laborales tipificadas en el artículo 33
de la LOPCYMAT2 por cuanto una
Auxiliar de Laboratorio de la Facul-
tad de Ciencias Veterinarias de la
Universidad Central de Venezuela
realizando un experimento inhaló ga-
ses tóxicos que le generaron gastritis
hemorrágica, duodenitis giadiástrica
entre otros daños, la Sala Penal con
ponencia del Magistrado Dr. Eladio
Ramón Aponte Aponte, mediante sen-
tencia de fecha 16/03/2006 se pronun-
ció sobre omisiones procesales y no en-
tró a conocer el fondo.

Mientras que en el otro caso eleva-
do a su conocimiento, la Sala Penal del
Tribunal Supremo de Justicia me-
diante Sentencia de fecha 31 de Marzo

de 2000, con Ponencia del Dr. Rafael
Pérez Perdomo (Caso: Natalio José
Herrera) valoró el hecho que los testi-
gos fueron contestes en afirmar que el
accidente de trabajo donde perdiera
la vida el trabajador, se debió a que el
ciudadano Natalio Herrera contratis-
ta de la obra, no le suministrara nin-
gún implemento de seguridad para
protección, es decir, cinturones de se-
guridad, mecates, cascos, botas,
guantes, y tablas, para realizar las la-
bores de trabajo, lo que demostró la
comisión del delito de muerte en acci-
dente de trabajo, previsto en el enca-
bezamiento del artículo 33 de la Ley
Orgánica de Prevención, Condiciones
y Medio Ambiente de Trabajo a conse-
cuencia de un accidente de trabajo
cuando se desprendió de una altura
de aproximadamente trece metros.

En Venezuela, quizás pocos proce-
sos judiciales se han iniciado para
sancionar estos delitos por el hecho
que la LOPCYMAT ordenó la creación
de Fiscalías del Ministerio Público es-
pecializadas en materia de seguridad
y salud en el trabajo, sin que hasta la
presente fecha se hayan creado3, y por
otra parte, porque los órganos encar-
gados de sancionar administrativa-
mente estos hechos no remiten a la
Fiscalía del Ministerio Público deter-
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2 Artículo 33 LOPCYMAT derogada: “Cuando el empleador a sabiendas que los traba-
jadores corren peligro en el desempeño de sus labores y se ocasione la muerte por no
cumplir con las disposiciones ordenadas en la presente Ley, serán castigados con
pena de prisión de 7 a 8 años”.

3 Artículo 131 LOPCYMAT: “Hasta tanto no se reforme el Código Penal, el Ministerio
Público creará Fiscales Especiales con competencia nacional en materia de salud y
seguridad laborales.”



minadas actuaciones relacionadas
con accidentes de trabajo o enferme-
dades profesionales.

Es importante destacar que, a dife-
rencia de otros países como Francia
que han buscado la especialización de
los tribunales en materia de delitos
económicos, en Venezuela la compe-
tencia para sancionar los delitos con-
tra la seguridad y salud laboral es
atribuida en la LOPCYMAT a los Tri-
bunales Penales ordinarios. Sin em-
bargo, cabe aquí plantear una duda
para la reflexión del lector: si un Fis-
cal del Ministerio Público presenta
una acusación en contra de un ciuda-
dano señalado como empleador de la
víctima de un supuesto accidente de
trabajo, pero, el acusado esgrime
como principal argumento de defensa
que entre él y la víctima no existió una
relación de trabajo sino que por el con-
trario existió una relación de tipo
mercantil (llámese contrato de agen-
cia, franquicia, corretaje u otros);
¿estaría el Juez con competencia en
materia penal en capacidad de deter-
minar sobre la base de las pruebas
consignadas la naturaleza laboral o
no de la relación que vinculó a las par-
tes para luego, calificar y sancionar el
delito? o acaso ¿debería esperar por
un pronunciamiento de un Tribunal
con competencia en materia del traba-
jo para a partir de allí establecer la
sanción penal si correspondiere?

Sin duda, existe una tendencia a
nivel mundial en los últimos tiempos,
dirigida a un proceso de inflación le-
gislativa criminalizante, así como ha-
cia la estructuración de nuevos tipos
penales y agravar los existentes. Qui-

zás se ha creído que la varita mágica
de la cárcel solucionará el problema
de la inseguridad en el medio ambien-
te de trabajo debido al carácter pre-
ventivo general y especial que persi-
gue supuestamente la pena.

Sin embargo, si el efecto intimida-
torio de la sanción penal fuese una
realidad absoluta no existiesen datos
como estos: en España, se verificaron
537.625 accidentes en 1994, mientras
que en 1995 año de la reforma del Có-
digo Penal tuvieron lugar 589.661, de
manera que los siniestros al contrario
de lo que se pensó, siguieron en au-
mento, llegando a 723.090 accidentes
en 1997 y 806.189 en 1998 (Borrego:
2002:507), lo que permite concluir que
no ha existido mayor efecto disuasor
de las normas penales.

En Venezuela por su parte, según ci-
fras del Instituto Nacional de Preven-
ción, Salud y Seguridad Laborales
(INPSASEL), en 2002 se contabiliza-
ron 1.157 enfermedades ocupacionales,
en el año 2003, 1.982, en 2004, hubo un
descenso quedando registradas 1.339,
en 2005, se produjo un aumento alcan-
zando un total de 1.909 y para el año
2006 (año siguiente a la entrada en vi-
gencia de la LOPCYMAT), se supera-
ron las estadísticas anteriores, pues se
sumaron 6.529 casos (www.inpsa-
sel.gov.ve, 20.01.2008).

Conclusiones

En Venezuela los tipos penales re-
lacionados con el Derecho del Trabajo
y la Seguridad Social no se circunscri-
ben únicamente a los establecidos en
la LOPCYMAT, pues es posible en-
contrar otros en distintas normas.
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Sin embargo, algunos tipos pena-
les consagrados en el ordenamiento
jurídico patrio, entre ellos en la Ley
de Extranjería, carecen de aplicabili-
dad particularmente, en los Estados
fronterizos del país, donde la necesi-
dad de contar con mano de obra obli-
ga a las empresas a solicitar los servi-
cios de extranjeros indocumentados,
sin que tal situación suponga la ex-
plotación del trabajador ni haga pre-
sumir que la empresa los contrata
con tal finalidad.

Asimismo, debe tenerse en cuenta
que los delitos de difamación y de
apropiación indebida consagrados en
el Código Penal Venezolano como ti-
pos penales de carácter general, pue-
den aplicarse para sancionar determi-
nados hechos realizados por los em-
pleadores, en perjuicio de la integri-
dad moral del trabajador y del Siste-
ma de Seguridad Social.

Sin duda, el legislador venezolano ha
pretendido históricamente disminuir el
número de accidentes de trabajo y enfer-
medades ocupacionales creando nuevos
tipos penales y agravando los existen-
tes, pero tales mecanismos de represión
no han surtido el efecto deseado, no han
representado en la práctica grandes lo-
gros, por ello, una correcta política cri-
minal debe dirigirse más que a la repre-
sión del empleador a la prevención de
este tipo de hechos punibles.

De ahí la necesidad que los emplea-
dores tomen conciencia de las impor-
tantes consecuencias que pueden aca-
rrear desde el punto de vista penal,
determinadas conductas u omisiones
que afecten la integridad física y mo-
ral de los trabajadores.
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